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ESCUELA JUDICIAL DEL PARAGUAY 

PROGRAMA ACADÉMICO 

I. ANTECEDENTES GENERALES 

	Programa 
	Formación Inicial para la Función Judicial 

	Módulo
	DERECHOS HUMANOS Y CUESTIONES DE GÉNERO

	Prerrequisitos

	Ninguno 

	Ciclo 
	Primero 

	Carácter 




	Obligatoria 

	Horas presenciales 
	20

	Horas  Trabajo Personal del Estudiante 
	10

	Carga horaria total 
	30

	Fecha de revisión y ajuste 
	Marzo  de 2014  

	Profesor/s  responsable/s de revisión
	Prof. Dra. Elodia Almirón Prujel

	Director Ejecutivo de la Escuela Judicial
	Dr. Juan Carlos Mendonça Bonnet 

	Estrategia de actualización 
	Anual 


II. JUSTIFICACIÓN DEL MÓDULO 



Tiene como propósito promover el desarrollo de las competencias necesarias para la aplicación en el ámbito de la compleja actividad de la magistratura los alcances no sólo teóricos, sino operativos de una cuestión esencial como indudablemente constituyen los “Derechos Humanos”. El saber teórico concomitante con el conocimiento empírico y las dificultades para discernir una cuestión de derechos fundamentales al momento de resolver cuestiones litigiosas, es preocupación no sólo de los operadores de justicia en general sino de la ciudadanía en general. Para cumplir con éste propósito central, se plantea la revisión, el análisis y la evaluación de los temas jurídicos que, como consecuencia de particulares circunstancias o de la actualidad de la problemática suscitada, adquieren especial importancia o repercusión social.


En ese contexto, el módulo persigue el desarrollo y profundización de los conocimientos, técnicas y herramientas necesarias para abordar aquellos temas que actualmente se presentan en los procesos judiciales, relativos a los temas de fondo y forma, que tienen que ver con un Estado Social de Derecho -pauta elemental- inserta en el preámbulo y en el artículo 1 de la Constitución de la República del Paraguay.

III. COMPETENCIAS GENÉRICAS 

1. Comprometerse con el respeto,  la protección  y promoción de los derechos humanos. 

2. Trabajar en equipos multidisciplinarios.

3. Comunicarse adecuadamente en forma oral y escrita. 

4. Ajustar su conducta a las normas éticas universalmente establecidas.

5. Aplicar  técnicas para la organización y planificación del tiempo.

6. Poseer capacidad de autoaprendizaje en la formación profesional.

IV. RESULTADOS DE APRENDIZAJES

1. Reconocer la incidencia del globalismo jurídico en el Derecho interno de los Estados. 

2. Identificar los tratados de derechos humanos ratificados por la República del Paraguay, en el marco de la ONU y de la OEA.

3. Resolver planteos concretos de las partes, aplicando los derechos, garantías y principios del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el sistema constitucional paraguayo.

4. Explicar los conceptos y caracteres del corpus iuris de los derechos humanos.

5. Distinguir los alcances de los principios constitucionales referentes  a la garantización de los derechos humanos, así como la competencia de los tribunales nacionales.

6. Interpreta la organización  y estructura el sistema operativo de Naciones Unidas para la protección de los derechos fundamentales.

7. Interpreta la organización  y estructura el sistema operativo de OEA para la protección de los derechos fundamentales. 

V. UNIDADES DE APRENDIZAJE

	Unidades de Aprendizaje
	Contenidos



	Unidad 1

HISTORIA Y CONCEPTO DE LOS DERECHOS HUMANOS
	Los derechos humanos como concepto histórico. Desarrollo de los derechos humanos dentro de los Estados. Soberanía estatal y proceso de internalización. La persona como sujeto del derecho internacional de los derechos humanos. Principio Pro Persona y Pro Sociedad. Categoría de derechos humanos. Indivisibilidad: fundamentos. Características.  Derecho Internacional de los Derechos Humanos.   

	Unidad 2

DERECHOS HUMANOS Y CONSTITUCIÓN


	Concepto de derecho fundamental. Derechos fundamentales y Constitución normativa. Los derechos fundamentales como derechos subjetivos. Relación entre derechos humanos y derechos fundamentales. El neo-constitucionalismo en América Latina. La globalización y el fenómeno jurídico.

	Unidad 3

TIPOS Y ESTRUCTURAS DE DERECHOS


	Clasificaciones del Derecho y clasificaciones de la doctrina. El criterio estructural de clasificación. Derechos de Defensa. Finalidad. Derechos reaccionales y derechos de libertad. Transformaciones en la estructura de los derechos de defensa. Derecho de prestación. Finalidad. Derecho de organización y procedimiento. Formas de otorgamiento de prestaciones. Críticas a los derechos de prestación. Formas de exigibilidad de los derechos de prestación.

	Unidad 4

CONTENIDO E INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS


	Contenido de los derechos. Objeto y resultado de la determinación del contenido. La determinación del contenido como proceso. Reglas tradicionales de interpretación jurídica. Principios peculiares de la interpretación constitucional. Interpretación de los derechos. 

	Unidad 5

INTERVENCIONES Y LÍMITES DE LOS DERECHOS


	Intervención sobre los derechos. Intervenciones de poderes públicos y de particulares. Intervenciones del legislador. Intervenciones de la Administración. Intervenciones de los tribunales. Justificación dse las intervenciones. Límites de los derechos. Suspensión de los derechos. Contenido esencial. Principio de proporcionalidad. Colisión de derechos.

	Unidad 6

SISTEMAS DE PROTECCIÓN
	Sistemas internacional y regional de protección de los derechos humanos. Análisis de los instrumentos normativos ratificados por la República del Paraguay.


VI. METODOLOGÍA 

Las clases serán desarrolladas en forma teórico-práctica propiciando el aprendizaje significativo y la relación con la experiencia anterior (conocimientos previos), utilizando técnicas, medios y recursos tales como: exposiciones del docente, presentación de materiales en Power Point, ejemplos de materiales y publicaciones periodísticas, mapas conceptuales y cuadros sinópticos,  participación activa de los estudiantes en talleres en el aula, lecturas personales, y otras estrategias para el aprendizaje significativo: análisis, interpretación, comprensión y organización de textos referentes a los derechos humanos. Se propiciará la práctica de los valores y principios de una convivencia armónica, en un marco de respeto, cortesía, responsabilidad, espíritu democrático, libertad, entre otros. 

VII.  MEDIOS Y RECURSOS DIDÁCTICOS

Pizarra, Proyector, Aula virtual, Internet, Notebook.

VIII. EVALUACIÓN

Se prevé la aplicación de pruebas parciales y una prueba final.  Las pruebas parciales, prevé  pruebas escritas y   trabajos de producción en aula. La prueba final será aplicada al término del Módulo. Las modalidades, ponderaciones y  fechas  se registrarán en el Reglamento del Módulo. 

IX. BIBLIOGRAFÍA  

· COLAUTTI, CARLOS. Derechos Humanos Constitucionales. RUBINZAL-CULZONI Editores, Argentina.

· CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY.

· FAPPIANO, OSCAR. El derecho de los derechos humanos. Editorial Ábaco de Rodolfo Palma, Argentina.

· FERRAJOLI, LUIGI. "DEMOCRACIA Y GARANTISMO". Editorial Trotta. Madrid. 2010.

· FERRAJOLI, LUIGI. "LOS FUNDAMENTOS DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES". Editorial Trotta. Madrid. 4° edición 2009.

· SERNA Y TOLLER, PEDRO y FERNANDO. La interpretación constitucional de los derechos fundamentales. Una alternativa a los conflictos de derechos. LA LEY. Argentina.

· QUIROGA LAVIÉ, HUMBERTO. Los derechos humanos y su defensa ante la justicia. TEMIS. Argentina. 

· RUBIO LLORENTE, FRANCISCO. Derechos Fundamentales y principios constitucionales (doctrina jurisprudencial). ARIEL, España. 

· Observación: los fallos y sus opiniones consultivas se pueden obtener de las páginas oficiales de la CIDH y CORTE IDH.

DERECHOS HUMANOS

UNIDAD 1

HISTORIA Y CONCEPTO DE LOS DERECHOS HUMANOS

1. LOS DERECHOS HUMANOS COMO CONCEPTO HISTORICO: Los derechos humanos son los derechos inherentes a nuestra naturaleza y sin los cuales no podemos vivir los seres humanos.

Son las prerrogativas que según el Derecho internacional, tiene todo individuo frente a los órganos del poder para preservar su dignidad como ser humano, cuya función es excluir las interferencias del Estado en las áreas específicas de la vida individual o asegurar la prestación de determinados servicios por parte del Estado.

· ANTECEDENTE HISTORICO: Los derechos humanos tienen como fuente de inspiración a las vertientes filosóficas como jurídicas, aceptando el principio de la universalización de los derechos humanos, que proclama que todos los seres humanos tienen derechos que merecen reconocimiento.

Es a partir del siglo XVII en el que aparecen los primeros desarrollos de la doctrina de los derechos naturales individuales, pero es a principios del siglo XVIII en el que se debate sobre la fuente histórica directa de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. 

Respecto a las declaraciones en América del Norte, el primer documento de tipo general es el Acta de la Independencia  en el que se establece, que todos los hombres han nacido iguales, que han sido dotado por su creador de derechos inalienables como la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad. A este documento siguió la de Virginia de  junio de 1776.

En las declaraciones, los derechos humanos básicos son la libertad, la propiedad y la seguridad. Los derechos del ciudadano nacen de la libertad política, pero las garantías de su ejercicio  radican fundamentalmente en las libertades civiles. La Declaración ubicó los hitos de la sociedad futura, implicando el sufragio universal, la abolición de la esclavitud y el sistema democrático y el acceso a los cargos públicos para todos los ciudadanos.  

2. DESARROLLO DE LOS DERECHOS HUMANOS DENTRO DE LOS ESTADOS: Desde la inclusión de los derechos humanos en textos jurídicos internacionales, estos han de ser un mero conjunto de valores éticos han pasado a constituir una categoría  normativa en cuanto a lo que constituye un comportamiento legítimo respecto de los órganos del estado. Los Derechos humanos se han desarrollado como una garantía del individuo en contra de la opresión del Estado; es decir, como derechos del individuo que tendrían preeminencia frente a los derechos del Estado, de la sociedad o de otros grupos.

3. SOBERANIA ESTATAL Y PROCESO DE INTERNALIZACION:

SOBERANIA: Es el derecho que tiene el pueblo a elegir a sus gobernantes, sus leyes y a que le sea respetado su territorio, considerando que el derecho se tiene frente a alguien porque alguien lo concede.

Se habla de una soberanía Interna, cuando hay independencia para autogobernarse; y de una soberanía externa cuando hay igualdad jurídica entre un estado y otro y el no sometimiento.

Con respecto al proceso de internalización de los derechos humanos, el Art. 137 de la Constitución Nacional de 1.992 en su Primer Párrafo, dispone que la ley suprema de la República es la Constitución, esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados, y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, integran el derecho positivo naciones en el orden de prelación enunciado. 

Los tratados internacionales a los que hace mención el Art. 137, tienen rango jerárquico: supra legal o infra constitucional.

El Art. 141 de la C.N. de 1992, hace referencia  al orden que ocupan los tratados internacionales dentro de nuestro ordenamiento jurídico, y a su celebración válida, diciendo que, los tratados internacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del congreso, y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados forman parte del ordenamiento legal interno, es decir, que aquel acuerdo válidamente celebrado en el Paraguay, debe darse por la suscripción del Presidente de la República del Paraguay o su representante válidamente autorizado. 

4. LA PERSONA COMO SUJETO DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. PRINCIPIO POR PERSONA Y PRO SOCIEDAD.

El principio pro persona es un principio que coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, que significa que debe estar siempre a favor del hombre. 

Es así, que el Preámbulo de nuestra Constitución reconoce la dignidad humana, tal como el Art. 1° 2° Párrafo, en concordancia con el Art. 17  inc. 1), Art. 34 y Art. 60 (IN DUBIO PRO PERSONA VIOLENTADA); de donde podemos inferir que la base del estado y del pueblo paraguayo, es la dignidad humana (es el derecho de la persona en sus derechos civiles, políticos, etc.).

El PRINCIPIO PRO SOCIEDAD tiene que ver con el interés de los derechos difusos, conforme a lo dispuesto por el Art. 38 de nuestra carta magna.   

5. CATEGORÍA DE DERECHOS HUMANOS:

· DERECHOS CIVILES: son los derechos de cada ciudadano. Ej: 

Art. 4 C.N.: Del Derecho a la vida 

Art. 6 C.N.: De la calidad de vida

Art. 7 C.N.: De la libertad de las personas

Art. 9 C.N.: De la libertad y seguridad de las personas

Art. 11 C.N.: De la privación de la libertad

Art. 46 C.N.: Igualdad de las personas

Art. 24 C.N.: De la libertad religiosa y la ideológica

· DERECHOS POLÍTICOS: son los derechos que hacen referencia  al estado

Art. 118: Del sufragio

Art. 1: De la forma del estado y de gobierno

Art. 2: De la soberanía

Art. 3 Del poder público

Art. 117 De los derechos políticos

· DERECHOS SOCIALES: Abarca salud, educación y cultura

Art. 95: De la seguridad Social

Art. 96: De la libertad Sindical

Art. 49: De la protección de la familia

Art.  50: Del derecho a constituir familia 

Art. 56: De la juventud

Art. 79: De las universidades e institutos superiores

· DERECHOS CULTURALES: 

Art. 73. Derecho a la educación y de sus fines

Art. 74: Del derecho de aprender y de la libertad de enseñar

Art. 75: De la responsabilidad educativa

Art. 81: Del patrimonio cultural

Art. 140 de los idiomas

· DERECHOS ECONÓMICOS:

 Art. 107: De la libertad de concurrencia

Art. 108: De la circulación de productos

Art. 109: de la propiedad privada

Art. 112: Del dominio del estado

Art. 113: Del fomento de las cooperativas

Art. 44: De los tributos

· DIFUSOS:

Art. 38: Del derecho a la defensa de los intereses difusos

Art. 40: del derecho a peticionar a las autoridades

Art. 8: de la protección ambiental

Art. 30: de las señales de comunicación electromagnética

Art. 7: del derecho a un ambiente saludable

6. CARACTERÍSTICAS DE LOS DERECHOS HUMANOS: 

· UNIVERSALES:   se establecen a todos los seres humanos sin discriminación alguna de raza, condición histórica u geográfica, sexo, edad, situación o sociedad.

Esta caracterización de los derechos humanos surge en 1948 con la Declaración Universal de Derechos Humanos.

Art. 46 de la C.N. de la igualdad de las personas “…..todos los habitantes de la república son iguales en dignidad y derechos. No se admiten discriminaciones”.

· IMPRESCRIPTIBILIDAD:  no son alcanzados por los efectos del tiempo ya que este no influye en su pérdida, pueden ser reclamados en cualquier tiempo;  no cabe la posibilidad de inacción por el mero trascurso del tiempo.

Art. 5 de la C.N. De la tortura y de otros delitos “…nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes…..el genocidio y la tortura, la desaparición forzosa de personas, el secuestro y el homicidio por razones políticas son imprescriptibles”

· INEMBARGABILIDAD: no son susceptibles de enajenación, trasferencia o ningún acto de disposición, bajo ningún título, porque son parte de la esencia misma del hombre, están fuera del comercio y en consecuencia tampoco pueden ser objeto de ninguna medida cautelar ni tampoco pueden ser renunciados.

· IRRENUNCIABILIDAD: Son derechos inherentes al ser humano, corresponden al titular desde el origen de éste. Su protección se dad desde el momento de su concepción, conforme lo dispone el Art. 4 de la C.N.

· INDIVISIVILIDAD: Es aquello que no se puede dividir, ya que constituye un todo intrínseco a la condición humana. Por eso, no pueden ser reconocidos algunos derechos y violar otros.

Art. 1: de la forma del estado y de gobierno: “La República del Paraguay se constituyen en….estado social de derecho, unitario, indivisible y descentralizado…”.

· INTERDEPENDIENTES:   Todos los derechos se relacionan entre sí y tienen la misma importancia y debe respetarse todos por igual.

· INTEGRALES: son los fundamentadores de la dignidad humana.

7. DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS: 

Los acuerdos sobre derechos humanos celebrados por los estados han sido esenciales para el desarrollo internacional  de los DD.HH. Los que 
Debido a su naturaleza contractual, las obligaciones asumidas por el estado, no pueden ser consideradas como una forma de intervención violatoria de la soberanía estatal. El origen de la adopción de obligaciones internacionales relativas a los derechos humanos se remonta al siglo XIX, cuando se concluyeron tratados dirigidos a erradicar el tráfico de esclavos y a proteger a las minorías cristianas en el Imperio Otomano.

Documentos como la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, la Declaración Americana de 1791 y los Bill of Right de la Declaración de Independencia de los EE.UU. de 1776, fueron importantes porque reconocieron los  DD.HH.  como inherentes al individuo en cualquier parte.  Luego de la 2da. Post guerra se organizó la Carta de la Naciones Unidas que asumió la obligación de proteger y estimular los DD.HH. y libertades fundamentales.

********************************

UNIDAD 2

DERECHOS HUMANOS Y CONSTITUCION

1. CONCEPTO DE DERECHO FUNDAMNETAL: Los derechos humanos son también denominados derechos fundamentales, pues son aquellos derechos inherentes a la naturaleza del ser humano sin los cuales no podríamos vivir, como tales. Se trata de derechos  y no de meros valores, conferidos a cada persona, por el simple hecho de pertenecer al género humano, entendiéndose anteriores y por encima del derecho positivo. Por esta razón son irrenunciables e imprescriptibles.

2. DERECHOS FUNDAMENTALES Y CONSTITUCION NORMATIVA: Nuestra constitución nacional toma la denominación de derechos fundamentales, a aquellos derechos humanos que están consagrados en la parte dogmática de la ley fundamental.

Se consideran derechos fundamentales a las normas constitucionales que establecen principios de la estructura del estado paraguayo. Ej: principio de dignidad humana (Art. 1), estado social de derecho (Art. 1), forma de gobierno: república democrática, representativa y pluralista (Art. 1), división de poderes (Art. 3), principio de soberanía (Art. 2), sufragio (Art. 3), supremacía constitucional (Art. 137), etc. 

También se consagra el derecho a la vida, a la integridad física, respecto a la dignidad moral, libertad de prensa, de expresión y comunicación veraz, libertad religiosa y de creencias, libertad de circulación y residencia, derechos políticos, de participación, de igualdades sociales y jurídicas, de seguridad y garantía de justicia, considerados como garantías procesales. Además del derecho al agua y a la vivienda así el derecho a la calidad de vida.

3. LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COMO DERECHOS SUBJETIVOS: Los derechos subjetivos son facultades atribuidas a una persona a exigir determinada conducta, que son conferidos a través del derecho objetivo o norma.

Los derechos subjetivos son susceptibles de adquisición, modificación o extinción, y los derechos humanos, siendo inherentes a la persona humana, no se extinguen por el trascurso del tiempo. 

Los derechos subjetivos son conferidos por el derecho objetivo o norma jurídica al titular y los derechos humanos son inherentes a la persona humana, independientemente de que estén previstos en una norma. Los derechos subjetivos son conferidos por el derecho objetivo, los derechos humanos son reconocidos al hombre como tal.

4. RELACION ENTRE DERECHOS HUMANOS Y DERECHOS FUNDAMENTALES:

Los derechos humanos en la actualidad tienen mucha trascendencia. Al decir derechos humanos, estamos mencionando a derechos subjetivos, al hombre como titular o sujeto activo, pues se sabe que cada hombre es titular y sujeto de derechos.  Los derechos humanos apuntan a bienes y necesidades del hombre, que estos necesitan para su vida dentro de la convivencia jurídica, política y social. 

Se denominan derechos fundamentales, para destacar la importancia que tienen estos ya que por mínimo que sean estos derechos resultan imposibles ser negados al hombre en su calidad de persona humana.

El adjetivo “fundamental” indica cuales derechos debe tener y gozar el hombre, pero para que estos sean fundamentales deben aparecer en el derecho positivo, pues este es el único medio que los recoge y los reconoce positivamente. Pueden existir derechos humanos antes y después de una ley, pero no hay derechos fundamentales sino a partir del momento en que estos ingresan al derecho positivo, sobre todo desde el momento que ingresan al derecho constitucional.    

5. EL NEO-CONSTITUCIONALISMO EN AMERICA LATINA: El Neoconstitucionalismo, alude a una nueva visión del estado de derecho que parte del constitucionalismo, cuya característica primordial es la primacía de la constitución sobre las demás normar jurídicas y que vienen a hacer la distinción entre reglas como normas legalistas y principios como normas constitucionales.

Durante los últimos 30 años, América Latina ha sufrido constantes e importantes cambios jurídicos y sociales. Los cambios jurídicos se traducen en cambios constitucionales originados por el militarismo estatal de los años 60  y la incapacidad del constitucionalismo de ese entonces para contener y evitar las sistemáticas violaciones a derechos fundamentales que cometían las autoridades bajo el discurso de la seguridad y la legalidad. Las nuevas constituciones presentan la incorporación con fuerza vinculante del derecho internacional de los derechos humanos, aspecto que fortalece la eficacia práctica de los derechos reconocidos mediante la ampliación de más y mejores mecanismos de garantía, ya que los jueces nacionales amplían los estándares internacionales de derechos humanos a través de figuras como el bloque de constitucionalidad.

El nuevo constitucionalismo no sólo requiere la introducción de más y nuevos derechos, sino también, en primera instancia, la introducción de cambios profundos e integrales en el resto de la estructura normativa, que recibirá y dará vida a esos derechos; en segunda instancia, y quizá de carácter prioritario, requiere que  la estructura social también sea modificada. La óptima protección a los derechos fundamentales no puede ser posible con contextos sociales, políticos o económicos que le sean adversos, contextos que, dicho sea de paso,  se encuentran tan arraigados y presentes en América Latina.

6. LA GLOBALIZACIÓN Y EL FENOMENO JURÍDICO: La globalización es la inserción del estado en la comunidad internacional.

La globalización es un fenómeno mundial innegable y multifacético, que se ha consolidado en el mundo principalmente a partir de la década de los años 80. Este proceso globalizador impacta todos los aspectos de la vida del ser humano, tanto en lo colectivo como en lo individual. Esta inclusión se refleja, también, en todos los ámbitos de la vida social, política y económica, y penetra en los Estados básicamente por dos vías: la primera, denominada natural, se da como consecuencia de las relaciones y re-configuraciones mundiales esencialmente las jalonadas por el desarrollo tecnológico y científico, y la segunda se sostiene en el ejercicio del poder real que las potencias ejercen sobre los Estados de la periferia y se afianza por la vía de la imposición. Los efectos de la globalización también recaen en el mundo del derecho que se convierte en el medio idóneo para su implementación y afianzamiento, y para ello se modifican los paradigmas y sistemas. Para que el proceso cumpla su ciclo, también se deben modificar los campos de formación de los juristas con el fin de que puedan dar respuesta a los nuevos problemas.

Internacionalización de los Derechos Humanos.

La vigencia de un bloque de Constitucionalidad, ha sido la responsable de una observancia más responsable, social y humana de los derechos fundamentales en nuestro país, procurando la armonización del sistema normativo nacional, tarea que sigue. Lo integran los tratados internacionales ratificados y canjeados por la República entre los cuales se encuentran todos los referentes a Derechos Humanos.

La Corte Suprema de Justicia  se ha pronunciado acerca del valor y jerarquía jurídica de los convenios y tratados internacionales, y en algunos casos de forma específica acerca de los relativos a Derechos Humanos. 

Particularmente, por medio del Acuerdo y Sentencia Nº 1306 del 15 de octubre de 2013, la Corte Suprema de Justiciase ha pronunciado con respecto al derecho de acceso a la información pública como un derecho humano. Ha fundamentado dicha sentencia en el art. 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos (ratificada en Paraguay por medio de la Ley 1/89), y en el art. 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (ratificado en el Paraguay por Ley 5/92). Los mencionados instrumentos internacionales disponen -en los artículos citados precedentemente- que toda persona tiene el derecho a solicitar el acceso a la información que se encuentre bajo control del Estado, dentro de los límites y restricciones establecidos por los mismos instrumentos internacionales. En este sentido, se entiende que el Estado tiene la obligación de suministrar positivamente la información que le es solicitada, o de contestar negativamente, pero con el fundamento válido que impide suministrar dicha información.

La Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado acerca del carácter vinculante de las decisiones de los órganos supranacionales en materia de Derechos Humanos.

El Acuerdo y Sentencia Nº 1306 del 15 de octubre de 2013, mencionado previamente, dictado por la Corte Suprema de Justicia, se encuentra fundamentado también en la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Claude Reyes vs. Chile”. 

En dicha sentencia, la Corte Interamericana ha resaltado el derecho al acceso a la información como un derecho humano protegido por el art. 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, lo cual ha sido considerado por el máximo tribunal del Paraguay para fundamentar su sentencia. 

Asimismo, en la misma sentencia citada, la Corte Suprema de Justicia del Paraguay ha pronunciado que la Corte Interamericana es el máximo órgano de interpretación de las disposiciones de la Convención, por lo que considera lógico y razonable tener en cuenta la Jurisprudencia de ésta al momento de dictar sentencias a fin de evitar eventuales decisiones adversas para nuestro país.

INTRODUCCIÓN HISTORICA

La República del Paraguay fue partícipe principal desde los primeros pasos de la Organización de Estados Americanos. Cuando el 30 de abril de 1948, en la Novena Conferencia Internacional Americana (Bogotá, Colombia) se crea la OEA por medio del Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el Paraguay estuvo presente como uno de los 21 países independientes americanos que iniciaron el proceso.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (también llamada Pacto de San José de Costa Rica) fue suscrita, tras la Conferencia Especializada Interamericana de Derechos Humanos, el 22 de noviembre de 1969 en la ciudad de San José de Costa Rica y entró en vigencia el 18 de julio de 1978. No obstante, el Paraguay ratifica como Ley Nº 1/89 de la República el Pacto, recién en fecha 18 de agosto de 1989, siendo la primera Ley aprobada por el Congreso en la nueva era democrática y en el año 1993 el Paraguay reconoce la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la interpretación y aplicación del Pacto de San José de Costa Rica.

Previamente, y durante prácticamente todo el gobierno del Gral Alfredo Stroessner (1954-1989), la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha llamado la atención al gobierno por la constante vulneración de los derechos humanos en el Paraguay y la poca colaboración de parte del mismo para que se produzcan mejoras en dicho ámbito. Durante esta etapa existen dos informes especiales sobre el Paraguay elaborados por la CIDH: el de 1978 y el de 1987. Además, en sus informes anuales de los años 1971, 1972, 1973, 1975, 1979/80,  1981/82, 1983/84, 1984/85, 1985/86 y 1987/88 la CIDH se refirió específicamente a la situación de los Derechos Humanos en el Paraguay. Si bien en el año 1977 el ministro de Relaciones Exteriores había autorizado la visita in loco de la CIDH, a pesar de reiterados pedidos para el efecto, el Gobierno nunca fijó fecha para la misma. La visita recién pudo realizarse en el año 1990, con posterioridad al derrocamiento del Gral. Stroessner y por invitación cursada a la CIDH durante la presidencia del Gral. Andrés Rodríguez. Los informes de CIDH correspondientes a los periodos 1988/89 y 1989/90 describen los primeros cambios que se producen en el ámbito del respeto a los DDHH en el Paraguay.

Paraguay volvería a ser incluido en el Capítulo “Desarrollo de los Derechos Humanos en la región” del Informe anual de la CIDH en el año 1998, cuando se produjo una crisis de poderes que mantuvo en vilo al país por la disputa entre el Ejecutivo por una parte, y el Legislativo y Judicial por la otra.

El Tercer Informe sobre Derechos Humanos llega en el año 2001, al cual sucede en el 2002 el Informe sobre seguimiento a las recomendaciones del tercer informe. El Estado Paraguayo, en respuesta a estos últimos informes presentó, en el marco de audiencia general sobre la situación de los derechos humanos en Paraguay, celebrada en el 118° periodo de sesiones de la CIDH en el 2003, el Informe de seguimiento y cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH.

En conclusión, y del tenor de los informes mencionados a partir de la década del 70, se puede afirmar que si bien el Paraguay ha marcado presencia desde los inicios del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la vigencia y el respeto por los mismos recién se han hecho patentes en las últimas dos décadas.

En esta nueva etapa histórica iniciada luego de los hechos acaecidos el 2 y 3 de febrero de 1989, constituye un hito para la República del Paraguay dentro del proceso de integración regional la firma del Tratado constitutivo para un Mercado Común del Sur, comúnmente conocido como Tratado de Asunción, suscripto el 26 de marzo de 1991 junto con la República Argentina, la República Federativa de Brasil y la República Oriental del Uruguay. Aunque sea en forma anecdótica, y como señal de que nuestro país ha colocado muchas esperanzas en el desarrollo de dicho bloque regional, corresponde mencionar que entre los Estados Partes del MERCOSUR, el Paraguay ha sido el primero en ratificar el Tratado de Asunción, por Ley N° 9 del 15 de julio de 1991.

Otro aspecto en el cual el Paraguay tiene activa participación dentro del bloque es el jurisdiccional. Desde la entrada en vigencia del Protocolo de Olivos para la solución de controversias en el MERCOSUR en el año 2004, se ha aceptado la jurisdicción supranacional del Tribunal Permanente de Revisión, cuya sede permanente es justamente la ciudad de Asunción, capital del Paraguay. Por los antecedentes históricos de golpes de estado, guerras civiles, asesinatos de presidentes y vice presidentes de la República, vale la pena mencionar en haber sido la primera entre los países del bloque en ratificar por medio de la Ley N° 1349 de fecha 21 de octubre de 1998, el Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, Bolivia y Chile, que había sido suscripto en fecha 24 de julio de 1998 en dicha localidad argentina, considerada la más austral del mundo. El Paraguay reconoce ante las demás naciones de la región, la necesidad de que el desarrollo del proceso de integración únicamente podrá darse dentro de un marco de respeto a los valores democráticos, lo que en nuestro caso significa un cambio profundo en la mentalidad de la clase política y la sociedad en general.

En el camino de la corrección de las asimetrías estructurales existentes entre los distintos países miembros del MERCOSUR, el Paraguay ha sido la nación más favorecida. A partir de la creación del Fondo para la Convergencia Estructural del MERCOSUR (FOCEM), se ha impulsado el desarrollo en este campo y con el aporte del 1% y la distribución de los recursos en un 48% del total, la proporción para nuestro país es la más grande. Desde el año 2007 se han aprobado 14 proyectos para el Paraguay, entre los cuales se destacan la promoción social, fortalecimiento de capital humano y social en asentamientos en condiciones de pobreza, rehabilitación y mejoramiento de carreteras de acceso y circunvalación del Gran Asunción, construcción y mejoramiento de sistemas de agua potable y saneamiento básico en pequeñas comunidades rurales e indígenas del país, proporcionar al país de un Laboratorio de Alto Nivel de Bioseguridad, fortalecer a las empresas paraguayas y a la creación de estructuras técnicas de soporte y apoyo a las mismas, en especial a las PYME, desde las empresas de crecimiento rápido (de alta tecnología) hasta las microempresas familiares, que son la gran mayoría de empresas paraguayas.

El último hecho importante en cuanto al proceso de integración del MERCOSUR, ha sido que en las elecciones generales realizadas en nuestro país el 20 de abril de 2008, los paraguayos –además de elegir al Presidente y a los miembros del Congreso- han elegido por primera vez democráticamente sus representantes para integrar el Parlamento del MERCOSUR, órgano representativo de los intereses de los ciudadanos de los Estados Partes.

NORMATIVA DE INCORPORACION

Constitución de 1992, República de Paraguay

Paraguay se adscribe a la teoría dualista en lo que respecta a la incorporación de las normas internacionales a su ordenamiento jurídico interno, por lo que para estar vigente cualquier Acuerdo o Tratado Internacional dentro del territorio paraguayo deberá seguir el proceso de formación legislativa establecido en los artículos 203 y siguientes. Por lo prescripto en el art. 224 inc. 1) deberá iniciarse el procedimiento siempre en la Cámara de Senadores.

Preceptos relevantes de la Constitución Nacional para los procesos de integración:

Artículo 137 - DE LA SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION

La ley suprema de la República es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el derecho positivo nacional en el orden de prelación enunciado. Quienquiera que intente cambiar dicho orden, al margen de los procedimientos previstos en esta Constitución, incurrirá en los delitos que se tipificarán y penarán en la ley. Esta Constitución no perderá su vigencia ni dejará de observarse por actos de fuerza o fuera derogada por cualquier otro medio distinto del que ella dispone. Carecen de validez todas las disposiciones o actos de autoridad opuestos a lo establecido en esta Constitución.

Artículo 141 - DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES

Los tratados internacionales válidamente celebrados, aprobados por ley del Congreso, y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el Artículo 137.

Artículo 142 - DE LA DENUNCIA DE LOS TRATADOS

Los tratados internacionales relativos a los derechos humanos no podrán ser denunciados sino por los procedimientos que rigen para la enmienda de esta Constitución.

Artículo 143 - DE LAS RELACIONES INTERNACIONALES La República del Paraguay, en sus relaciones internacionales, acepta el derecho internacional y se ajusta a los siguientes principios:

1) la independencia nacional;

2) la autodeterminación de los pueblos;

3) la igualdad jurídica entre los Estados;

4) la solidaridad y la cooperación internacional;

5) la protección internacional de los derechos humanos;

6) la libre navegación de los ríos internacionales;

7) la no intervención, y

8) la condena a toda forma de dictadura, colonialismo e imperialismo.

Artículo 145 - DEL ORDEN JURIDICO SUPRANACIONAL

La República del Paraguay, en condiciones de igualdad con otros Estados, admite un orden jurídico supranacional que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz, de la justicia, de la cooperación y del desarrollo, en lo político, económico, social y cultural. Dichas decisiones sólo podrán adoptarse por mayoría absoluta de cada Cámara del Congreso.

UNIDAD 3

TIPOS Y ESTRUCTURAS DE DERECHOS

1. CLASIFICACIONES DEL DERECHO Y CLASIFICACIONES DE LA DOCTRINA

- CLASIFICACIONES DEL DERECHO: Civiles, políticos, económicos, sociales y difusos. Concuerda con el Art. 48 de la C.N., el cual dispone: “El hombre y la mujer tienen iguales derecho civiles, políticos, sociales, económicos y culturales. El estado promoverá las condiciones y creará los mecanismos adecuados para que la igualdad sea real y efectiva,…..” 

- CLASIFICACIÓN DOCTRINARIA: Son las derivadas de los investigadores del derecho.

2. EL CRITERIO ESTRUCTURAL DE CLASIFICACION:

- Según su función: el derecho mismo es el que protege los derechos de las personas.

- Según su Estructura: son aquellos derechos que tienen que ver con la organización y procedimiento del derecho al momento de su aplicación. 

3. DERECHOS DE DEFENSA. FINALIDAD: Originarios del estado liberal. Su objetivo principal es la preservación de la intervención estatal en situaciones vulnerables.  

4. DERECHOS REACCIONALES Y DERECHOS DE LIBERTAD

- DERECHOS REACCIONALES: prohíben toda intervención sobre una concreta posición o situación individual. Ejemplo: cuando una persona se ve amenazada en su derecho

Art. 4: Del derecho a la vida

Art. 33: Del derecho a la intimidad: la intimidad personal y familiar, así como el respeto a la vida privada son inviolables (cuando existe avasallamiento desde la libre expresión).

Art. 34: Del derecho a la inviolabilidad de los recintos privados.

Art. 76: De las obligaciones del estado.

- DERECHOS DE LIBERTAD: Impiden que se dificulte, prohíbe o castigue el ejercicio consiente de determinadas acciones. Ejemplo: Libertad de reunión y de manifestación. 

5. TRANSFORMACIONES EN LA ESTRUCTURA DE LOS DERECHOS DE DEFENSA:

- Ampliación de los sujetos obligados hacia los particulares. Ejemplo: una persona está obligada a respetar los derechos de la otra persona.

- Obligaciones positivas por parte del estado (el estado tiene que actuar. Ejemplo: enmienda de la constitución nacional). Los derechos son estáticos no dinámicos.

6. DERECHOS DE PRESTACIÓN. FINALIDAD: Tienden a garantizar como proyección de a igualdad material que propugna el Estado social, que las necesidades básicas de todos los ciudadanos se encuentren cubiertas.

*¿De qué necesidades hablamos? 

- Salud, educación, vivienda, alimentación, derecho al agua (obligaciones que debe cumplir el estado) 

El derecho de prestación se subdivide en:

a. ORGANIZACIONALES

b. PROCEDIMENTALES: obliga al estado a crear entidades para que hagan cumplir los programas de gobierno.

7. FORMAS DE OTORGAMIENTO DE PRESTACIONES

- Gestión privada de un servicio público. Ejemplo: agua, energía eléctrica, vivienda (Art. 100 C.N.)

- Imposición de obligaciones a los poderes privados.

8. CRÍTICAS A LOS DERECHOS DE PRESTACIÓN

- Inexistencia de un sistema de directo control de las omisiones estatales.

- Tutela judicial inexistente 

9. FORMAS DE EXIGIBILIDAD DE LOS DERECHOS DE PRESTACIÓN

- Marco constitucional

- Actividad legislativa.

UNIDAD 4

CONTENIDO E INTERPRETACIÓN DE LOS DERECHOS

Subjetivo: facultades exigibles por el titular. Objetivo: resto del contenido del derecho. Contenido y tipos de derechos. Derechos Reaccionales. Derechos de Libertad. Derechos de Prestación. Bipartición del contenido. Facultades absolutas (contenido esencial).

Facultades limitables (contenido no esencial). Determinación del contenido de un derecho

Actividad que tiene por finalidad decidir con razones o argumentos, qué inmunidades y facultades quedan dentro y cuáles fuera del contenido del derecho. Proceso de determinación.

Ejemplos

· Acceso a la Información

· Libertad Sindical

· Derecho de Manifestación

REGLAS DE INTERPRETACIÓN (OJO SABER)

· Interpretación Literal

· Interpretación Histórica

· Interpretación Auténtica

· Interpretación Sistemática

REGLAS DE INTERPRETACIÓN

· Interpretación Interna

· Interpretación Externa

· Interpretación Finalista

Principios de la interpretación constitucional

Corrección Funcional respeto al lugar que ocupa la norma  en el sistema constitucional

Principios de la interpretación constitucional

Eficacia Integradora

Impone optar por aquellas soluciones que contribuyan al mantenimiento de la unidad política

PRECOMPRENSIÓN

· Intérprete condicionado por valoraciones y prejuicios, anteriores al momento de iniciar el proceso interpretativo

· Interpretación y Teorías de los Derechos

· Concepciones democráticas

· Concepciones individualistas

· Concepciones liberales 

· Concepciones sociales

Sujeto que determina el contenido de los derechos

· Interpretación ciudadana

· Interpretación doctrinal

· Interpretación de los poderes públicos

· Interpretación de los poderes públicos

Tribunales constitucionales e internacionales. Congreso o Parlamento. Administración Central. Balancing Test o Ponderación. Contrapesar los bienes jurídicos de acuerdo a las circunstancias del caso, para la determinación de cuál es más importante en su contenido

Principio de Contenido.

PRINCIPIO PRO PERSONA (criterio hermenéutico) 

PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN

Pautas de Regulación 

Algunos derechos pueden ser objeto de:

· reglamentación

· restricciones 

· suspensión extraordinaria

Instrumentos Internacionales

· PIDCyP (Ley Nro. 4/92)

· CADH (Ley Nro. 1/89)

Criterios diversos

· El Orden Público

· El Bien Común

· La Moral

Límites constitucionales

· Estado de Excepción 

UNIDAD 5

INTERVENCIONES Y LÍMITES DE LOS DERECHOS

CONCEPTO

AFECTACIÓN

INJERENCIA

RESTRICCIÓN

Acción realizada por un obligado del mismo y que afecta negativa y significativamente a una o más de las inmunidades o facultades que integran su contenido

INTERVENCIÓN 

Procede del exterior del derecho, y sólo es posible sobre el contenido del mismo, que previamente habrá de determinarse

¿QUIÉN PUEDE INTERVENIR SOBRE LOS DERECHOS?

PODER PÚBLICO (alcance general y particular)

PODER PRIVADO 

¿QUIÉN PUEDE INTERVENIR SOBRE LOS DERECHOS?

Las Constituciones y los textos internacionales, no contienen intervenciones, sino límites

INTERVENCIONES DEL LEGISLADOR

Órgano natural, a quien corresponde intervenir sobre los derechos

INTERVENCIONES DE LA ADMINISTRACIÓN

· Las leyes la habilitan en casos muy especiales

· Concesión de asilo político

· Concesión mínima de servicios durante una huelga

· Entrada a domicilio por razones de fuerza mayor o delito flagrante

INTERVENCIÓN DE LOS TRIBUNALES

Los jueces sólo actúan a instancia de parte (sólo mediando previa habilitación legal).

INTERVENCIÓN DE LOS TRIBUNALES

Carácter Preventivo (prisión provisional).

Carácter Definitivo (prisión definitiva).

JUSTIFICACIÓN (necesidad de justificación) valores, principios, intereses, bienes

Justificación Constitucional.

LÍMITE vs. INTERVENCIÓN

INTERVENCIÓN: sanción penal impuesta al autor de un artículo periodístico

LÍMITE: derecho al honor vs. libertad de expresión.

OTRAS FORMAS DE INTERVENCIÓN

· Pena de Muerte

· Detención policial hasta un máximo de tiempo

LÍMITES DE LOS DERECHOS

Directos (textos)

Indirectos (no previstos directamente en los textos).

SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS

Art. 288 Cn

Ley Nro. 1/89

Ley Nro. 5/92

RESPETO AL CONTENIDO ESENCIAL

Se debe respetar el contenido esencial de los derechos.

PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD

· Adecuación o Idoneidad

· Necesidad o Indispensabilidad 

· Ponderación o proporcionalidad

ADECUACIÓN O IDONEIDAD

Conforme el fin que se propone.

NECESIDAD O INDISPENSABILIDAD

Medio menos dañoso para conseguir el fin perseguido.

PONDERACIÓN O PROPORCIONALIDAD

Prohibición de sacrificio de ninguno de los bienes en conflicto.

COLISIÓN DE DERECHOS

CONFLICTOS ENTRE DERECHOS EN UN PODER PRIVADO
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Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966

Entrada en vigor: 23 de marzo de 1976, de conformidad con el artículo 49 Lista de los Estados que han ratificado el pacto 


Declaraciones y reservas (en inglés) 

Preámbulo 

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 4

1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 

2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 

3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mismo conducto en la fecha en que se haya dado por terminada tal suspensión. Observación general sobre su aplicación

Artículo 6

1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 

Artículo 7

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.

Artículo 23

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello. 

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos.

Artículo 24

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre. 

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.

Artículo 25

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; 

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.

Artículo 26 

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
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Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966

Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27

Artículo 1 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

Artículo 2 

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 

Artículo 6 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar este derecho. 

Articulo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges. 

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad social. 

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; 

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

Artículo 12

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

Artículo 13

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 15 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 

a) Participar en la vida cultural; 

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales. 

Parte IV

Artículo 16 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 

LEY 1040 1997

PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS EN MATERIADE DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES "PROTOCOLO DE SAN SALVADOR"

Artículo 1 Obligación de Adoptar Medidas

Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo.

Artículo 2 Obligación de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos.

Artículo 3 Obligación de no Discriminación

Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Artículo 6 Derecho al Trabajo

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita libremente escogida o aceptada.

Artículo 10 Derecho a la Salud

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.

Artículo 11 Derecho a un Medio Ambiente Sano

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos.

2. Los Estados partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente.

Artículo 12 Derecho a la Alimentación

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.

2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y a erradicar la desnutrición, los Estados partes se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación internacional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.

Artículo 14 Derecho a los Beneficios de la Cultura

1. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a:

a. participar en la vida cultural y artística de la comunidad;

b. gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;

c. beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

2. Entre las medidas que los Estados partes en el presente Protocolo deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia, la cultura y el arte.

3. Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas, artísticas y culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor cooperación internacional sobre la materia.

Artículo 16 Derecho de la Niñez

Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo niño tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos en su fase elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del sistema educativo.

Artículo 17 Protección de los Ancianos

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a:

a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas;

b. ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos;

c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los ancianos.

Artículo 18 Protección de los Minusválidos

Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad. Con tal fin, los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que sean necesarias para ese propósito y en especial a:

a. ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los recursos y el ambiente necesario para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales adecuados a sus posibilidades y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus representantes legales, en su caso;

b. proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a resolver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, mental y emocional de éstos;

c. incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de soluciones a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo;

d. estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan desarrollar una vida plena.

PODER  LEGISLATIVO

LEY Nº 1215/1986 CEDAW

QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

 Art. 1º.- 
Apruébase la CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER, cuyo texto fuera aprobado por la Asamblea General de las Naciones unidas y abierto a la firma de los Estados Miembros de la citada Organización el  18 de diciembre de 1979. 

CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979

Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1)

Los Estados Partes en la presente Convención, 

CONSIDERANDO QUE la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres,

CONSIDERANDO QUE la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,

CONSIDERANDO QUE los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, 

TENIENDO EN CUENTA las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

TENIENDO EN CUENTA asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 

PREOCUPADOS, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, 

RECORDANDO que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la humanidad, 

PREOCUPADOS por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades,

CONVENCIDOS de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre el hombre y la mujer, 

SUBRAYADO que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 

AFIRMANDO que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y la mujer, 

CONVENCIDOS de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz, 

TENIENDO presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación de los hijos, y conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto, 

RECONOCIENDO que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia, 

RESUELTOS a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones, 

Han convenido en lo siguiente:

Parte I

Artículo 1

A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: 

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio; 

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; 

c) Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación; 

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación; 

e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; 

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.

Artículo 3

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 4

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria.

Artículo 5

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; 

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.

Artículo 6

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata de mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.

Parte II

Artículo 7

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas;

b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país.

Artículo 8

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las organizaciones internacionales.

Artículo 9

1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge. 

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con respecto a la nacionalidad de sus hijos.

Parte III

Artículo 10

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los tipos de capacitación profesional; 

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad;

c)  La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, mediante la modificación de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos de enseñanza; 

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y mujeres; 

f)  La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente; 

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación física; 

h)  Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular: 

a) El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; 

b) El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; 

c) El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico; 

d) El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo;

e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; 

f)  El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para: 

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil;

b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; 

c) Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; 

d) Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular: 

a) El derecho a prestaciones familiares; 

b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito financiero; 

c) El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los aspectos de la vida cultural.

Artículo 14

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la mujer en las zonas rurales. 

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: 

a) Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles;

b) Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia; 

c) Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 

d) Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su capacidad técnica; 

e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a las oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena; 

f) Participar en todas las actividades comunitarias; g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; 

g) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones.

Parte IV

Artículo 15

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley. 

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia y los tribunales. 

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo. 

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la libertad para elegir su residencia y domicilio.

Artículo 16

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres: 

a) El mismo derecho para contraer matrimonio; 

b) El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno consentimiento; 

c) Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución;

d) Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

e) Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan ejercer estos derechos; 

f) Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 

g) Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupación;

h) Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como oneroso. 

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio en un registro oficial.

Parte V

Artículo 17

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre sus propios nacionales. 

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve miembros. 

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años. 

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a reserva de la aprobación del Comité. 

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 

9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente Convención.

Artículo 18

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este sentido: 

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate;

b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite. 

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención.

Artículo 19

1. El Comité aprobará su propio reglamento. 

2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.


Artículo 20

1. El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 de la presente Convención. 

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21

1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información.

Artículo 22

Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera de sus actividades.

Parte VI

Artículo 23

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte de: 

a) La legislación de un Estado Parte; o 

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado.

Artículo 24

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 25

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente Convención. 

3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo 27

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión. 

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. 

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente Convención. 

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a todos los Estados. 

Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.

Artículo 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente Convención.

Art. 2º.-  Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL HONORABLE CONGRESO NACIONAL, A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE NOVIEMBRE  DEL AÑO UN MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SEIS.

               

                   PEDRO HUGO PEÑA                                              JUAN RAMON CHAVES

    VICE - PRESIDENTE SEGUNDO CÁMARA           PRESIDENTE CÁMARA DE SENADORES

                      DE DIPUTADOS     

               

                 JUAN ROQUE GALEANO                                   CARLOS MARIA OCAMPOS ARBO

         SECRETARIO PARLAMENTARIO                                        SECRETARIO GENERAL

 

Asunción, 28 de noviembre de 1986.

 

TÉNGASE POR LEY DE LA REPÚBLICA, PUBLÍQUESE E INSÉRTESE EN EL REGISTRO OFICIAL.

          

              CARLOS A. SALDIVAR                   GRAL. DE EJERCITO ALFREDO STROESSNER

MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES               PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

LEY Nº 605/95

QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN DE BELEM DO PARA

EL CONGRESO DE LA NACIÓN PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY

Artículo 1o.- Apruébase la Adhesión a la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer, "Convención de Belem Do Para", adoptada en la ciudad de Belem Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994, y cuyo texto es como sigue:

 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER "CONVENCION DE BELEM DO PARA" LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,

            RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales;

            AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;

            PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres;

            RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la Vigesimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;

            CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de la vida, y

            CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectarlas,

            HAN CONVENIDO en lo siguiente:

CAPITULO I

DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1

     Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

 

Artículo 2

      Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica:

a) Que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b) Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar; y,

c) Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra.

CAPITULO II

DERECHOS PROTEGIDOS

Artículo 3

 Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a la libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros:

a) El derecho a que se respete su vida;

b) El derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;

c) El derecho a la libertad y a la seguridad personal;

d) El derecho a no ser sometida a torturas;

e) El derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia;

f) El derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;

g) El derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos;

h) El derecho a libertad de asociación;

 i) El derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley; y,

 j) El derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones.

Artículo 6

    El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:

a) El derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación; y,

b) El derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

 

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948

Preámbulo

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana,

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias,

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión,

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones,

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso,

La Asamblea General

Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

Artículo 2

1. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 4

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas.

Artículo 5

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 6

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.

Artículo 7

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

Artículo 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.

Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Artículo 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal.

Artículo 11

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.

Artículo 12

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

Artículo 13

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar a su país.

Artículo 14

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 15

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad.

Artículo 16

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.

Artículo 17

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Artículo 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.

Artículo 19

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.

Artículo 20

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.

Artículo 21

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

Artículo 22

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

Artículo 23

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo.

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses.

Artículo 24

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos.

Artículo 27

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

Artículo 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos.

Artículo 29

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 30

Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.

CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS  SUSCRITA EN LA CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA  SOBRE DERECHOS HUMANOS. San José, Costa Rica  7 al 22 de noviembre de 1969. CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Pacto de San José)

PREAMBULO

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención,

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional;

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I - DEBERES DE LOS ESTADOS Y  DERECHOS PROTEGIDOS

CAPITULO I - ENUMERACION DE DEBERES

Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos

 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.

Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno

 Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

Artículo 4.  Derecho a la Vida

 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

 5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.

Artículo 8.  Garantías Judiciales

 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

 2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

 a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

 b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

 c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

 d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

 e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

 f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

 g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

 h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

Artículo 18.  Derecho al Nombre

 Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos.  La ley reglamentará la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.

Artículo 19.  Derechos del Niño

 Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.

Artículo 24.  Igualdad ante la Ley

 Todas las personas son iguales ante la ley.  En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.

Artículo 25.  Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;

 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

 c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

CAPITULO III

DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Artículo 26.  Desarrollo Progresivo

 Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.

CAPITULO IV

SUSPENSION DE GARANTIAS, INTERPRETACION Y APLICACION 
Artículo 27.  Suspensión de Garantías

 1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.

 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos.

 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.

Artículo 29.  Normas de Interpretación

 Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:

 a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;

 b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados;

 c) excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa de gobierno, y

 d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza.

CAPITULO V

DEBERES DE LAS PERSONAS 

Artículo 32.  Correlación entre Deberes  y Derechos

1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática. 

I. ORIGEN, ESTRUCTURA Y ATRIBUCIONES DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DDHH 

A. CREACIÓN 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”, “la Corte  Interamericana” o “el Tribunal”) fue establecida como consecuencia de haber entrado en vigor, el 18 de julio de 1978, la Convención Americana sobre Derechos Humanos o “Pacto de San José, Costa Rica” (en adelante “la Convención”, “la Convención Americana” o “la C.A.D.H.”), al ser depositado el undécimo instrumento de ratificación por un Estado Miembro de la Organización de los Estados Americanos (en adelante “la OEA” o “la Organización”). La Convención fue adoptada en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, celebrada del 7 al 22 de noviembre de 1969 en San José, Costa Rica. 

Los dos órganos de protección de los derechos humanos previstos por el artículo 33 de la Convención Americana son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la Comisión Interamericana”) y la Corte. Ambos órganos tienen la función de asegurar el cumplimiento de las obligaciones impuestas por la Convención. 

B. ORGANIZACIÓN 

El Estatuto de la Corte (en adelante “el Estatuto”) dispone que ésta es una institución judicial autónoma que tiene su sede en San José, Costa Rica y cuyo objetivo es el de aplicar e interpretar la Convención. 

La Corte está integrada por siete Jueces, nacionales de los Estados miembros de la 

OEA. Son elegidos a título personal “entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos” (artículo 52 de la Convención). Conforme al artículo 8 del Estatuto, el Secretario General de la OEA solicita a los Estados Partes en la Convención (en adelante “Estados Partes”) que presenten una lista con los nombres de sus candidatos para Jueces de la Corte. 

De acuerdo con el artículo 53.2 de la Convención, cada Estado Parte puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización. 

Los Jueces son elegidos por los Estados Partes, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos, durante la sesión de la Asamblea General de la OEA inmediatamente anterior a la expiración del mandato de los Jueces salientes. Las vacantes en la Corte causadas por muerte, incapacidad permanente, renuncia o remoción serán llenadas, en lo posible, en el siguiente período de sesiones de la 

Asamblea General de la OEA (artículos 6.1 y 6.2 del Estatuto). 

El mandato de los Jueces es de seis años y sólo pueden ser reelectos una vez. Los 

Jueces que terminan su mandato siguen conociendo de los casos a que ya se hubieren abocado y que se encuentren en estado de Sentencia (artículo 54.3 de la 

Convención). 

Los Estados son representados en los procesos ante la Corte por agentes designados por ellos (artículo 21 del Reglamento) y la Comisión es representada por los delegados que designe al efecto. Desde la reforma reglamentaria del año 2001, las presuntas víctimas o sus representantes tienen la posibilidad de presentar de manera autónoma sus solicitudes, argumentos y pruebas, además de participar en las diferentes instancias y etapas procesales ante el Tribunal. 

Los Jueces están siempre a disposición de la Corte, la cual celebra cada año los períodos de sesiones que sean necesarios para el cabal ejercicio de sus funciones. 

Los Jueces, sin embargo, no perciben sueldo por el desempeño de sus funciones y reciben únicamente un honorario por día efectivo de sesiones y un emolumento por las relatorías que realicen. Actualmente, el Tribunal celebra cuatro períodos ordinarios de sesiones al año. Además, la Corte puede celebrar sesiones extraordinarias, convocadas por el Presidente de la Corte o por solicitud de la mayoría de los Jueces. Aunque no existe el requisito de residencia para los Jueces en la sede de la Corte, el Presidente presta permanentemente sus servicios (artículo 16 del Estatuto). 

El Presidente y el Vicepresidente son elegidos por los Jueces por un período que dura dos años y pueden ser reelegidos (artículo 12 del Estatuto). 

Existe una Comisión Permanente de la Corte integrada por el Presidente, el Vicepresidente y los otros Jueces que el Presidente considere conveniente, de acuerdo con las necesidades del Tribunal. 

La Corte puede nombrar otras comisiones para tratar temas específicos (artículo 6 del Reglamento). La Secretaría funciona bajo la dirección de un Secretario.

Caracteres:

· 7 miembros.

· Órgano de carácter judicial.

· Los miembros no representan a los estados.

· Órgano autónomo.

· 6 años de mandato.

· Reelección por una vez.

Procedimiento escrito:

· DEMANDA.

· CONTESTACION.

· DUPLICA - REPLICA.

· OFRECIMIENTO DE PRUEBAS: INST.DOCUM.TEST.PERIC. INFOR,ETC.

· ALEGATOS.

· SENTENCIA IRRECURRIBLE.

SOLO LOS ESTADOS MIEMBROS PUEDEN SER DEMANDADOS.

COMISION INTERAMERICANA DE DDHH 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) fue creada por resolución de la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores en Santiago de Chile en 1959. La CIDH fue formalmente establecida en 1960, cuando el Consejo de la Organización aprobó su Estatuto. Su Reglamento, sancionado en 1980, ha sido modificado en varias oportunidades, la última de ellas en 2013. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos es uno de los dos órganos del Sistema Interamericano responsables de la promoción y protección de los derechos humanos. Está integrada por siete miembros, elegidos por la Asamblea General, quienes ejercen sus funciones con carácter individual por un período de cuatro años, reelegibles por una sola vez. 

Caracteres:

· 7 miembros.

· Órgano de carácter cuasijudicial.

· Los miembros no representan a los estados.

· Órgano autónomo.

· 4 años de mandato.

· Reelección por una vez.

Su función principal promover la observancia y la defensa de los DDHH y servir como órgano consultivo de la organización en la materia.

Actividades:

· Relatorías.

· Grupo de trabajo.

· Visitas in loco.

· Presentación de informes.
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